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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires


PROYECTO DE RESOLUCIÓN
       La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE
Declarar de Interés Legislativo, el juicio oral y público a los seis procesados por la Masacre de Trelew, que se dio inicio en la ciudad de Rawson, Provincia de Chubut, el lunes 7 de mayo del año 2012. 
FUNDAMENTOS

Durante los gobiernos de Néstor Kirchner (2003-2007) y de Cristina Fernández de Kirchner (2007 hasta el presente) la memoria colectiva sobre los crímenes de lesa humanidad cometidos durante los gobiernos de facto cobró una vitalidad inusitada. Desde el Estado se impulsó una activa política que supo encauzar irrenunciables reclamos de los organismos de derechos humanos, de sobrevivientes y de familiares de víctimas del terrorismo de Estado, los cuales habían sido silenciados, postergados o negados durante años.
La política nacional de derechos humanos ha puesto en el centro de la escena la memoria colectiva, la cual constituyó y constituye el sustrato sobre el que se ha construido la verdad y se ha accedido a la aplicación de justicia. Lejos de tratarse de una instancia pasiva, la memoria en tanto práctica social supone actores que la ejercitan permanentemente con acciones concretas en el marco de una matriz de sentidos y emotividades interrelacionados. Es en el marco de esa actividad colectiva, de profunda raigambre social, donde debe inscribirse el inicio de las causas penales que tienen por objetivo enjuiciar a los responsables de las atrocidades cometidas durante los gobiernos de facto. 
Además de apoyar la acción de la justicia, desde el 2003 en adelante el Estado nacional ha intervenido de muchas otras formas tanto en lo que hace a la reparación de las víctimas como en lo que se refiere al impulso de la memoria de los hechos cometidos. Entre las principales medidas, se destacan la renovación de las cúpulas militares con el pase a retiro de altos oficiales, en mayo de 2003; la derogación del decreto que impedía la extradición de militares acusados de haber violado los derechos humanos, en el mes de junio de ese mismo año; la declaración de la nulidad de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final por parte del Congreso de la Nación, en agosto de 2003; la resignificación de la ESMA a través de la creación del Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, el 24 de marzo de 2004; el histórico perdón en nombre del Estado pronunciado por el entonces presidente Néstor Kirchner y el retiro del Colegio Militar de los cuadros de los ex comandantes Jorge Rafael Videla y Reynaldo Benito Antonio Bignone, producidos durante esa misma jornada; la declaración de inconstitucionalidad por la Suprema Corte de Justicia de la Nación de las ya mencionadas leyes de Obediencia Debida y Punto Final, en junio de 2005; las conmemoraciones por el 30° aniversario del último golpe militar, el 24 de marzo de 2006; la señalización de alrededor de quinientos centros clandestinos de detención ordenada por el Ministerio de Defensa el 30 de noviembre de 2006; la actualización del informe Nunca Más, en julio de ese mismo año; la nulidad de los indultos a los represores, en julio de 2007, por parte de la Suprema Corte de Justicia; y la creación del Centro de Asistencia a las Víctimas del Terrorismo de Estado “Dr. Fernando Ulloa” el 24 de noviembre del 2009, entre muchas otras acciones. Estos esfuerzos, fruto de un ejercicio de construcción de memoria llevado a cabo durante años, han permitido romper la herencia procesista que garantizaba el silenciamiento o el cierre de los juicios y el indulto a los culpables. Sólo mediante decisión política y organización social pudo ser quebrado este dispositivo de producción de impunidad. En este marco, ponemos el acento en la juventud militante, quien marca el camino del futuro, y fue y es responsable de asegurar el momento político actual.

 En este contexto de búsqueda de la verdad y la justicia, el caso de la Masacre de Trelew cobra particular importancia. Actualmente, la justicia ha logrado procesar a seis de los presuntos responsables del fusilamiento del grupo de militantes pertenecientes al Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP), las Fuerzas Armadas Revolucionarias (FAR) y Montoneros. El presente proyecto de declaración reconoce este proceso judicial que, a casi cuarenta años del episodio y poco más de cinco de haberse retomado la investigación, busca poner fin a la impunidad. Como señalamos, un juicio de esta naturaleza sólo ha podido lograrse por la confluencia virtuosa de la decisión política gubernamental y de la incesante lucha de sobrevivientes y familiares. 
El proceso será llevado adelante por el Tribunal Oral Federal de Comodoro Rivadavia en el teatro José Hernández de la capital provincial. La causa Nº 12 - F°122 - año 2006 - “NN s/ denuncia (contra autores desconocidos en la llamada Masacre de Trelew - 22 de Agosto Base Zar TW)” fue recaratulada el 10 de abril de 2012 como “Sosa, Luis Emilio; Bravo, Roberto Guillermo y otros de privación ilegítima de la libertad, torturas y homicidio agravado”. A casi cuarenta años de sucedidos los hechos, este proceso tiene por objetivo la investigación y la determinación de las responsabilidades en el fusilamiento de dieciséis prisioneros políticos el 22 de agosto de 1972 en la base Almirante Zar de la Armada, bajo la presidencia de facto de Alejandro Agustín Lanusse, durante el tramo final de la dictadura militar que se extendió entre 1966 y 1973. 
Los imputados son los ex marinos Rubén Norberto Paccagnini, Luis Emilio Sosa, Emilio Jorge Del Real, Carlos Amadeo Marandino  y Jorge Bautista; Horacio Alberto Mayorga fue apartado de este juicio por razones de salud. En el presente proceso no será juzgado el ex teniente de corbeta Roberto Bravo, quien tras ser localizado en Estados Unidos en 2009 y detenido en febrero de 2010 a solicitud de la justicia argentina, fue rápidamente liberado bajo fianza. El gobierno estadounidense ha rechazado el pedido de extradición argentino.
En la causa se juzgarán los hechos sucedidos el 15 de agosto de 1972 luego de la fuga de veinticinco presos políticos que se encontraban en la Unidad 6 del Servicio Penitenciario Federal, ubicada en Rawson. Seis de los prisioneros lograron escapar a Chile; los diecinueve restantes se entregaron en el aeropuerto de Trelew al capitán de navío Luis Emilio Sosa, segundo jefe del Batallón de Infantería Marina de la base Aeronaval Almirante Zar. Tras ser recapturados, estos prisioneros fueron conducidos a la base y posteriormente fusilados en la madrugada del 22 de agosto.
Las dieciséis víctimas asesinadas fueron Carlos Heriberto Astudillo, Rubén Pedro Bonet, Eduardo Adolfo Capello, Mario Alberto Delfino, Carlos Alberto Del Rey, Alfredo Elías Kohon, Clarisa Rosa Lea Place, Susana Graciela Lesgart, José Ricardo Mena, Miguel Ángel Polti, Mariano Pujadas, María Angélica Sabelli, Humberto Segundo Suárez, Humberto Adrián Toschi, Jorge Alejandro Ulla y Ana María Villarreal de Santucho. María Antonia Berger, Alberto Miguel Camps y Ricardo René Haidar también fueron fusilados pero lograron sobrevivir y dar su testimonio antes de ser desaparecidos durante la última dictadura militar.

La experiencia mundial ha demostrado que la condena política y penal de los crímenes contra la humanidad no logra cerrar totalmente las heridas abiertas de los pueblos. Sin embargo, es igualmente cierto que estos procesos permiten recomponer en parte el tejido social a través de la memoria, la verdad y la justicia. Nada estable y duradero puede fundarse sobre la mentira, el ocultamiento y el encubrimiento. Sólo mediante la conducción política firme y la fortaleza del Poder Judicial se puede determinar la verdad histórica de los hechos y conocer el destino de los militantes acribillados y de los sobrevivientes desaparecidos. Por eso destacamos el procesamiento de los presuntos culpables, y reconocemos la acción de las leyes que, una vez más, permiten condenar con todo su peso a los criminales y asesinos. 
Por todo lo expuesto y en pos de profundizar en materia de derechos humanos un mandato histórico, solicitamos a los Señores Legisladores nos acompañen en la aprobación del presente proyecto.

